El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DESISTIMIENTO TÁCITO / FINALIDAD / SANCIONAR LA INACTIVIDAD O DESIDIA DE LAS PARTES / DE LA MEDIDA DE SECUESTRO / EN INANE PORQUE SUBSISTE LA MEDIDA DE EMBARGO / REQUISITOS / EL REQUERIMIENTO DEBE ESTAR PRECEDIDO DEL INCUMPLIMIENTO DE UNA CARGA PROCESAL Y NO SER COETÁNEO CON LA IMPOSICIÓN DE LA MISMA.
… con la promulgación de la Ley 1564 de 2012…, en su artículo 317, vigente a partir del 1º de octubre de 2012, se allanó el camino al desistimiento tácito implementado desde la Ley 1194 de 2008, pero esta vez en dos modalidades: una que se amolda a lo que era esa figura en la citada ley, y otra, a lo que tradicionalmente fue la perención en el CPC, hasta cuando fue derogado su artículo 346 por la Ley 794 de 2003. (…)
El precepto, en todo su contexto, ha sido objeto de análisis doctrinal, para hacer énfasis en la real intención del legislador, en cuanto lo que se busca es castigar la inactividad o la desidia de la parte o de quien debe cumplir una determinada carga procesal impuesta previamente por el juez o por la ley, o el mero abandono del proceso. 

A pesar de lo escueto de la sustentación del recurso de apelación, le halla la Sala razón al impugnante, por dos razones: 

La primera, que se está levantando una medida que, por diferentes razones, aún no se ha culminado; es decir, en estricto sentido, aún no hay secuestro del bien, por cuanto, es evidente, el encargado de realizar la diligencia omitió dejar constancia de su recorrido por todo el inmueble para verificar sus características y linderos y quiénes lo ocupaban…
Y la segunda, que como se trata de un inmueble, el mismo fue previamente embargado, y el secuestro en este específico caso, es apenas complementario de aquella medida que, por sí sola, cumple la finalidad de poner las cosas fuera del comercio…
… En consecuencia, si lo que se quiere es castigar la desidia del ejecutante, pues nada se logra con solo decretar el desistimiento tácito del secuestro, cuando el embargo permanece incólume, porque al avanzar en el trámite del proceso necesariamente habrá que disponerlo en cualquier estado, de oficio o a petición de parte. (…)
Al margen de lo anterior… cree la Sala oportuno resaltar que el entendimiento que al primer numeral de la norma debe dársele… es que el requerimiento de los treinta días debe estar precedido de un deber que recae en una de las partes o de un tercero interviniente (incidentista, por ejemplo)…
Dicho de otra manera, no comparte esta Sala que simultáneamente a la imposición de una carga, y sin otorgar un plazo para acatarla, se conmine con los 30 días de que trata la norma, porque una y otra cosa son diferentes, si bien este último requerimiento debe hacerse en el caso de que se retarde tal imposición, no antes…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

                   SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, febrero diecinueve de dos mil veinte

Expediente 66682-31-03-001-2011-00296-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 22 de octubre de 2019, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en este proceso ejecutivo promovido por la sociedad Empresario S.A. frente a José Fernando Estrada Gonzáles, Juan Ramírez de Verger Picado, Jorge Luis Escudero Henao y Antonio Ramírez Gómez.




ANTECEDENTES
En el referido auto, el Juzgado decretó el desistimiento tácito “de la medida cautelar de secuestro” que había dispuesto sobre el inmueble con matrícula 296-4982. Como consecuencia de ello, dejó sin vigencia las oposiciones que habían realizado Luis Mario Londoño Arias y Juan Manuel Ortíz Alzate. 

Ello obedeció a que la diligencia de secuestro iniciada en el año 2012, no ha podido en realidad culminar por las varias decisiones del despacho de que fuera complementada. Y ante la posición del Inspector Municipal de Policía Rural de Santa Rosa de Cabal de devolverle los comisorios recibidos en atención al contenido de la sentencia C-223 de 2019, profirió el 5 de septiembre de 2019 un auto en el que dispuso que, entonces, la diligencia fuera continuada por el Juzgado Civil Municipal de esa localidad. Sin embargo, a renglón seguido dijo: 

“Así mismo, se ordena a a la parte ejecutante que en el término de treinta (30) días contados a partir de la notificación de este auto gestione el retiro del comisorio al cual deberá anexarse copia del auto de fecha enero 24 de 2013, que no estaba contenido en el mismo, para cuyo efecto deberá suministrar las expensas necesarias, so pena de decretarse el desistimiento tácito con respecto a la medida de secuestro”.

Transcurrió el lapso indicado y como no se procedió según lo indicado, sobrevino el auto del 22 de octubre, que la parte demandante recurrió en reposición y apelación, pues, en su sentir, la diligencia no se ha podido perfeccionar por causa de las oposiciones de terceros; además, se trata de una medida perfeccionadora del embargo que recae sobre el inmueble. 

La funcionaria de primer grado se mantuvo en lo resuelto, y agregó que no comparte los argumentos del recurrente, por cuanto justamente la razón del desistimiento tácito estribó en la omisión de las gestiones para el perfeccionamiento de la medida, que eran de cargo del demandante; además recordó que desde el mes de agosto de 2018 y hasta el mismo mes del 2019, el despacho comisorio estuvo sin diligenciar ante el Inspector Municipal. 
CONSIDERACIONES

1. 
Esta Sala unitaria es competente para resolver, de acuerdo con lo que señala el artículo 35 del CGP. 

2.
El recurso es procedente, según lo establece el literal e) del inciso segundo del artículo 317 del CGP, fue formulado en tiempo y por quien estaba legitimado para hacerlo, esto es, la parte ejecutante. 

3.
Debe resolver la Sala si mantiene la decisión del Juzgado respecto del desistimiento tácito declarado, o la revoca, como pide la parte demandante. 

Para hacerlo,  se recuerda que con la promulgación de la Ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se expide el Código General del proceso y se dictan otras disposiciones”, en su artículo 317, vigente a partir del 1º de octubre de 2012, se allanó el camino al desistimiento tácito implementado desde la Ley 1194 de 2008, pero esta vez en dos modalidades: una que se amolda a lo que era esa figura en la citada ley, y otra, a lo que tradicionalmente fue la perención en el CPC, hasta cuando fue derogado su artículo 346 por la Ley 794 de 2003. 

De acuerdo con la nueva regulación, y para lo que atañe a este caso: 

“El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 

1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, del llamamiento en garantía, de un incidente o de cualquiera otra actuación promovida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquella o promovido estos, el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes mediante providencia que se notificará por estado.

Vencido dicho término sin que quien haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá por desistida tácitamente la respectiva actuación y así lo declarará en providencia en la que además impondrá condena en costas.

El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este numeral, para que la parte demandante inicie las diligencias de notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas.

El precepto, en todo su contexto, ha sido objeto de análisis doctrinal, para hacer énfasis en la real intención del legislador, en cuanto lo que se busca es castigar la inactividad o la desidia de la parte o de quien debe cumplir una determinada carga procesal impuesta previamente por el juez o por la ley, o el mero abandono del proceso. 

4.
A pesar de lo escueto de la sustentación del recurso de apelación, le halla la Sala razón al impugnante, por dos razones: 

La primera, que se está levantando una medida que, por diferentes razones, aún no se ha culminado; es decir, en estricto sentido, aún no hay secuestro del bien, por cuanto, es evidente, el encargado de realizar la diligencia omitió dejar constancia de su recorrido por todo el inmueble para verificar sus características y linderos y quiénes lo ocupaban. Por algo se ordenó en el auto del 24 de enero de 2013 complementar ese acto. 

Y la segunda, que como se trata de un inmueble, el mismo fue previamente embargado, y el secuestro en este específico caso, es apenas complementario de aquella medida
 que, por sí sola, cumple la finalidad de poner las cosas fuera del comercio. Eso hace la diferencia con el secuestro autónomo (que se da, por ejemplo en la sucesión), o con el perfeccionador del embargo (en el caso de los bienes muebles). 

Como complementario que es, su propósito para un proceso ejecutivo es el de facilitar el remate del bien, luego del avalúo, esto es, que se le pueda hacer entrega a un eventual adjudicatario sin cargas o gravámenes. En consecuencia, si lo que se quiere es castigar la desidia del ejecutante, pues nada se logra con solo decretar el desistimiento tácito del secuestro, cuando el embargo permanece incólume, porque al avanzar en el trámite del proceso necesariamente habrá que disponerlo en cualquier estado, de oficio o a petición de parte. 

5.
Al margen de lo anterior, y aunque no fue uno de los motivos de la alzada, cree la Sala oportuno resaltar que el entendimiento que al primer numeral de la norma debe dársele, como atrás se insinuó, es que el requerimiento de los treinta días debe estar precedido de un deber que recae en una de las partes o de un tercero interviniente (incidentista, por ejemplo), sea porque la ley lo establece, como en el caso de las notificaciones, bien porque el mismo juez lo determine, como ocurrió en este caso, en el que fue la funcionaria la que le exigió a la parte demandante gestionar el retiro del expediente y suministrar unas expensas para obtener unas copias. 

Mas, lo que se muestra evidente es que no le concedió un término específico para que procediera así, a partir de cuyo vencimiento, estima esta Sala, era que se abría el campo para requerir el cumplimiento de la orden, so pena de que se aplicara el desistimiento tácito. 

Dicho de otra manera, no comparte esta Sala que simultáneamente a la imposición de una carga, y sin otorgar un plazo para acatarla, se conmine con los 30 días de que trata la norma, porque una y otra cosa son diferentes, si bien este último requerimiento debe hacerse en el caso de que se retarde tal imposición, no antes, aunque se reconoce que otra Sala del Tribunal expuso un criterio diferente, del que respetuosamente nos apartamos
. 
Y para soportarlo, quizás sirva memorar que en un asunto en el que un funcionario procedió de manera similar en el auto admisorio de la demanda a requerir a la parte para que gestionara el trámite, luego de lo cual, vencidos los 30 días que le concedió allí mismo decretó el disistimiento tácito, la Sala de Casación Civil de la Corte, en la sentencia  STC2604-2016, del 2 de marzo de ese año, que sirve de criterio auxiliar, señaló: 
El artículo 317 del Código General del Proceso que desarrolla el desistimiento tácito establece en su numeral 1° que «[c]uando para continuar el trámite de la demanda […], se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquella […], el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes mediante providencia que se notificará por estado» y vencido el término sin que «quien haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá por desistida tácitamente la respectiva actuación».

De lo anterior se desprende que la aplicación de dicha figura no es automática sino que la norma exige como premisa que el proceso o trámite se encuentre paralizado por un «acto procesal» a instancia de parte, para lo cual el funcionario judicial ordenará su activación a efecto que en el plazo allí previsto se realice, y finalizado dicho lapso el juzgador entrará a determinar si se cumplió lo ordenado y en caso de no haberse acatado tal disposición, declarará «desistida tácitamente la respectiva actuación».

No obstante, la regla en análisis establece que no se podrá ordenar dicho requerimiento «para que la parte demandante inicie las diligencias de notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas».

La Sala al resolver un caso de similares aristas, al respecto expresó que: 

[L]a exigencia de cumplir determinada carga procesal y aplicar la sanción ante la inobservancia regulada en el precepto citado, no puede ser irreflexiva de las circunstancias especiales previstas en el referido artículo, sino que debe obedecer a una evaluación particularizada de cada situación, es decir, del caso en concreto, para establecer si hay lugar a la imposición de la premisa legal. 

Lo anterior, porque la actividad judicial debe estar presidida por la virtud de la prudencia, que exige al juez obrar con cautela, moderación y sensatez a la hora de aplicar la ley, más cuando, como en el caso de autos, la aplicación automática de las normas puede conducir a una restricción excesiva de derechos fundamentales, en este caso el derecho al debido proceso y al acceso a la administración de justicia (CSJ STC16508-2014, 4 dic. 2014, rad. 00816-01).

4.2.- En el sub examine, observa la Corte que mediante auto de 30 de junio de 2015 se admitió la demanda de declaración de existencia de unión marital de hecho y disolución y liquidación de sociedad entre compañeros permanentes que el actor le formuló a …, y que en la misma providencia dispuso el fallador, de un lado, que para decretar las medias cautelares solicitadas debía el interesado «prest[ar] caución por el veinte por ciento del valor de las pretensiones estimadas en la demanda», y de otro, que «[l]a parte actora debe cumplir oportunamente con las cargas procesales que le corresponden y dentro de los treinta (30) días siguientes con la notificación de la demandada, so pena de que se decrete la terminación del proceso por desistimiento tácito en los términos del Art. 317 del CPC».

Finalmente, en proveído de 4 de septiembre de 2015 el operador de justicia resolvió «[d]ecretar la terminación del presente [p]roceso por [d]esistimiento [t]ácito» por considerar vencido el término anterior «sin que la parte actora haya gestionado el trámite correspondiente para la notificación personal del demandado». 

4.3.- Siendo así las cosas, la decisión del Juez censurado no se ajustó a los postulados de la norma invocada, constituyéndose en violatoria al debido proceso, si se tiene en cuenta que el trámite del juicio ordinario no se hallaba paralizado para el 30 de junio de 2015, fecha en que se requirió al actor para que efectuara la notificación de la demandada, porque fue en esa misma providencia que se admitió el libelo; pero además, estaban pendientes actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas, máxime que en dicho proveído se le ordenó al gestor «prest[ar] caución por el veinte por ciento del valor de las pretensiones estimadas en la demanda».

4.4.- Por supuesto, que tal proceder irregular condujo al quebranto de las garantías de rango superior, porque conllevó a que en proveído de 4 de septiembre de 2015 se le pusiera anticipadamente fin al litigio, por lo que esa situación excepcional no puede tenerse por subsanada por el silencio las partes, ya que en verdad resulta palmaria, desproporcionada e inadmisible, teniendo en cuenta que apenas se había dado inicio al trámite judicial, por lo que no era posible que en la misma providencia de admisión de la demanda se diera aplicación al citado artículo 317 del Código General del Proceso, y dado que en ella se había fijado la caución que debía prestar el actor para lograr la práctica de las cautelas solicitadas, resultó dicha conducta sorpresiva para el accionante, amén que no repuso el «auto admisorio».

Cambiando lo que hay que cambiar, en este caso la situación es similar, puesto que el juzgado, en lugar de conceder un término para suministrar las expensas y retirar el comisorio, lo que hizo fue, automáticamente, aplicar el artículo 317, sin tener en cuenta que para ese preciso momento no se estaba incumpliendo una carga. 
6. En todo caso, como se anunció al comienzo, por la naturaleza de la medida, y porque ella, en la práctica, no se ha perfeccionado, se revocará el auto protestado. Se dispondrá, en su lugar, que continúe el trámite respectivo.
Como el recurso prospera, no habrá condena en costas (art. 365-1 CGP). 

DECISIÓN

  
En mérito de lo expuesto, esta Sala unitaria Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA  el auto del 22 de octubre de 2019, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en este proceso ejecutivo promovido por la sociedad Empresario S.A. frente a José Fernando Estrada Gonzáles, Juan Ramírez de Verger Picado, Jorge Luis Escudero Henao y Antonio Ramírez Gómez.
Se dispone en su lugar la continuación del trámite.

Sin costas.
   



Notifíquese 





El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� No es perfeccionador, como dice el recurrente, sino complementario.  


� Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, auto de julio 18 de 2016, radicado 2015-01127-01, M.P. Claudia María Arcila Ríos.





